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1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD INGRESADAS

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO
	NORMA IMPUGNADA
	

	03-09139-0007-CO
	Benjamín Franklin González Alfaro
	01-09- 03                                                                                                             
	Contra el artículo No.218 del Código Penal.
	

	03-09237-0007-CO
	Federico Malavassi Calvo y otros
	03-09-03
	Contra Convención Colectiva de Trabajo de la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. (RECOPE).  Artículos No.47 bis, 48, 101, 105, 139 y 159 bis.
	

	03-09259-0007-CO
	Jorge Enrique Romero Pérez
	03-09-03
	Contra la Ley de Concesión de Obra Pública
	

	03-09260-0007-CO
	Jorge Enrique Romero Pérez
	03-09-03
	Contra artículo No.3 de la Ley de Creación del Consejo Nacional de Vialidad, Ley No.7798.
	

	03-09261-0007-CO
	Jorge Enrique Romero Pérez
	03-09-03
	Contra el artículo No.2 de la Ley General de Aviación Civil, Ley No.5150.
	

	03-09294-0007-CO
	Fernando Zamora Castellanos
	04-09-03
	Contra el Inc. E) del artículo No.144 del Código Notarial.
	

	03-09311-0007-CO
	Mutual Alajuela de Ahorro y Préstamo
	04-09-03
	Contra las actuaciones de la Procuraduría General de la República y la Municipalidad de Goicoechea.
	

	03-09429-0007-CO
	Zürcher Blen Joyce
	08-09-03
	Contra el artículo No.2 del Reglamento a la Ley de Juegos, Decreto Ejecutivo No.3510 y otros.
	

	03-09455-0007-CO
	Rodrigo Sandoval Villalobos
	09-09-03
	Contra los artículos No.33 y 34 del Reglamento a la Ley No.3859, sobre el desarrollo de la Comunidad.
	

	03-09481-0007-CO
	Federico Pardo Angulo
	10-09-03
	Contra los artículos 5, 6, 7 del Reglamento de Plan Regulador del Cantón de Santa Ana.
	

	03-09591-0007-CO
	Guillermo Avila Vega
	11-09-03
	Contra Artículo 161 del Código Notarial
	

	03-09592-0007-CO
	José Delgadillo Contreras
	11-09-03
	Contra el artículo No.14, inciso A) del Decreto Ejecutivo No.31077-MINAE.  El artículo No.28 inciso A) de la Ley de Conservación de Vida Silvestre.

	03-09610-0007-CO
	María Bonilla Barboza
	12-09-03
	Contra el artículo No.4 de la Ley de Contingencia Fiscal No.8343.

	03-09633-0007-CO
	Federico  Malavassi Calvo y otros
	12-09-03
	Contra Convención Colectiva de Trabajo del INS.

	03-09701-0007-CO
	Eduardo Ramírez Marín
	16-09-03
	Contra los artículos No.165, 162, 591 inc 1) y 2) párrafo inicial del Código Procesal Civil.

	03-09702-0007-CO
	Rodrigo Sandoval Villalobos
	16-09-03
	Contra incluir en los recibos de consumo de electricidad montos provenientes de créditos mercantiles, siendo el no pago de este monto unificado, sancionado con la suspensión del servicio de electricidad.

	03-09705-0007-CO
	Mario Rodríguez Vargas
	16-09-03
	Contra el artículo No.24 del Código del Reglamento de Contratación de abogados externos para cobro judicial.

	03-09745-0007-CO
	Eduardo Mora Sibaja
	17-09-03
	Contra Directriz No.005-99, Dirección Nacional de Notariado.

	03-09793-0007-CO
	Eduardo López Arroyo
	18-09-03
	Contra Jurisprudencia dictada por Tribunal de Casación Penal II Circuito Judicial, San José.

	03-09839-0007-CO
	Miguel Zamora Herrera
	19-09-03
	Contra los artículos, 45, 46, 47, 48 y 66 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para personas con discapacidad en Costa Rica, Ley No.7600 y artículo No.162, 164, 165, 171, 175 y 176 del Reglamento.

	03-09852-0007-CO
	Asociación Costarricense de Casinos
	19-09-03
	Contra el artículo No.50 de la Ley No.6982.

	03-09868-0007-CO
	Ana Teresa Vargas Olaso
	22-09-03
	Contra inciso D) del artículo No.370 y el párrafo 2 del artículo No.371 del Código de Procedimientos Penales.

	03-09903-0007-CO
	Federico Malavassi Calvo y otros
	22-09-03
	Contra Convención Colectiva de JAPDEVA.

	03-09913-0007-CO
	Francisco Conejo Vindas
	22-09-03
	Contra el Párrafo I del artículo No.616 del Código de Comercio.

	03-09953-0007-CO
	Aida V. Vargas Barrientos y otros
	23-09-03
	Contra el Párrafo II del artículo No.654 del Código Procesal Civil.

	03-09964-0007-CO
	Mario Rodríguez Vargas
	23-09-03
	Contra el artículo No.24 y 39 del Reglamento de Contratación de Abogados Externos para el cobro Judicial y Notariado.


2. CONSULTAS JUDICIALES   Y DE CONSTITUCIONALIDAD INGRESADAS

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA

INGRESO
	TEMA
	

	03-09389-0007-CO
	Tribunal de Casación Penal del 2do. Circuito Judicial.
	08-09-03
	Con relación el artículo No.408 inciso G) del Código Procesal Penal.
	

	03-09522-0007-CO
	Carlos Salazar Ramírez y otros
	10-09-03
	Con relación al Proyecto de Ley No.12.877, Ley de Servicios de Seguridad.
	

	03-09637-0007-CO
	Juzgado Penal Juvenil de Grecia
	12-09-03
	Con relación al artículo No.13 del Código Procesal Penal y 29 inc. 3) de la Ley Orgánica y artículo No.157 y 159 del Código Procesal Penal.
	

	03-09735-0007-CO
	Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial.
	17-09-03
	Con referencia al inciso G) del artículo No.408 del Código Procesal Penal.
	

	03-09786-0007-CO
	Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial.
	18-09-03
	Con relación al inc g) del numeral 408 del Código Procesal Penal.
	


3. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS

	No. EXPEDIENTE y

No. VOTO
	FECHA DE 

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO

	03-07002-0007-CO

Voto No. 09292-03
	03-09-03
	A las quince horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eric Scharf Taitelbaum en contra de los decretos que dieron origen al ejercicio monopólico que ejerce el Instituto Nacional de Seguros en los seguros, número 16, de veintidós de mayo de mil novecientos veintiséis; número 2, de dieciséis de enero de mil novecientos cuarenta y tres; número 22, de dieciséis de abril de mil novecientos cuarenta y tres y número 56, de veintisiete de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Se rechaza de plano la acción.-



	03-05668-0007-CO

Voto No. 09293-03
	03-09-03
	A las quince horas con veinticinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 2 de la Ley número 7125 del veinticuatro de enero de mil novecientos ochenta y nueve, denominada “Ley de pensión vitalicia para las personas que padecen parálisis cerebral profunda”, 1 del Reglamento a esa Ley, Decreto Ejecutivo número 18936-S del doce de abril de mil novecientos ochenta y nueve, 2 del Reglamento del régimen no contributivo de pensiones por monto básico aprobado en sesión número 6921 celebrada el veintisiete de abril de mil novecientos noventa y cinco y 2 del Reglamento del régimen no contributivo de pensiones aprobado en sesión número 7715 del doce de diciembre del dos mil dos. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los artículos 2 de la Ley número 7125 del veinticuatro de enero de mil novecientos ochenta y nueve, denominada “Ley de pensión vitalicia para las personas que padecen parálisis cerebral profunda”, 1 del Reglamento a esa Ley, Decreto Ejecutivo número 18936-S del doce de abril de mil novecientos ochenta y nueve, 2 del Reglamento del Régimen no Contributivo de Pensiones por Monto Básico aprobado en sesión número 6921 celebrada el veintisiete de abril de mil novecientos noventa y cinco y 2 del Reglamento del Régimen no Contributivo de Pensiones aprobado en sesión número 7715 del doce de diciembre del dos mil dos, no resultan contrarios a lo dispuesto en los artículos 51, 57 y 74 de la Constitución Política ni a los numerales 2, 3, 4, 6, 18, 23, 24, 26, 27 y 41 de la Convención sobre los Derechos del Niño.-

	01-08361-0007-CO

Voto No. 09294-03
	03-09-03
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Otto Guevara Guth en contra de la reforma al artículo 14 de la Ley número 3503 de 10 de mayo de 1965. Se rechazan por extemporáneas las solicitudes de coadyuvancia visibles a folios 91, 100, 133, 136, 139, 142, 145, 148, 151, 154, 157, 160, 161 y 164 del expediente de esta acción de inconstitucionalidad.-



	03-08191-0007-CO

Voto No. 09397
	05-09-03
	A las diez horas con doce minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. José Humberto Arce Salas y otros diputados en lo referente al proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2003 y Segundo Presupuesto extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2003, expediente legislativo número 15.241. Se evacua la consulta formulada en el sentido que el artículo quinto del proyecto “Modificación a la ley No. 8341 Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2003 y Segundo Presupuesto extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2003”, expediente legislativo número 15.241, es inconstitucional, únicamente, en cuanto rebaja del Título 112, Programa 332-00, registro contable 112-332-00, el monto de ( 3.280.000.000,00 destinado al Consejo Nacional de Vialidad para atender lo dispuesto en el artículo 5° de la Ley No. 8114 de 4 de julio del 2001 y lo transfiere –aumenta- para cubrir la indemnización de los funcionarios del INCOP y apoyar el proceso de modernización institucional de esa entidad, lo anterior por quebrantar los artículos 9°, 121, inciso 13, 122, 176, 180 y 188 de la Constitución Política. En lo demás no se encuentra que el proyecto sea inconstitucional en lo que es objeto de esta consulta. Notifíquese.- Los Magistrados Calzada, Alfaro y Volio salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el proyecto no es inconstitucional.-

	03-08558-0007-CO

Voto No.09560
	05-09-03
	A las doce horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal de Heredia en lo referente al artículo 68 de la Ley número 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	03-08351-0007-CO

Voto No.09711-03
	10-09-03
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ECI TELECOM L.T.D. en contra de los artículos 23 y 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República número 7428, del artículo 3 del Reglamento de Procedimiento Administrativo de la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción.-

Acto seguido, sale del recinto el Magistrado suplente José Miguel Alfaro Rodríguez para dar lugar al propietario Vargas Benavides, quien seguirá integrando la Sala por el resto de la sesión.-



	03-03846-0007-CO

Voto No.9952-03
	12-09-03
	A las catorce horas. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Vargas Hidalgo en contra de los artículos 4 y 37, incisos a) y b) de la Ley de Contingencia Fiscal. No ha lugar a las gestiones de adición y aclaración solicitadas.-



	01-11467-0007-CO

Voto No.9953-03
	12-09-03
	A las catorce horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Nacional de Empleados Judiciales en contra de los artículos 3 y 4 de la Ley de Salarios del Poder Judicial. Se acoge la solicitud de desistimiento de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, se da por terminado este proceso y se ordena el archivo del expediente.-

En este asunto, la integración de la Sala fue la siguiente: José Luis Molina Quesada (quien preside y en sustitución del Magistrado Arguedas Ramírez), José Miguel Alfaro Rodríguez (en sustitución del Magistrado Mora Mora), Alfonso Gutiérrez Cerdas (en sustitución del Magistrado Jinesta Lobo), Alejandro Batalla Bonilla (en sustitución del Magistrado Solano Carrera), Rosa María Abdelnour Granados (en sustitución del Magistrado Armijo Sancho), Federico Sosto López (en sustitución del Magistrado Vargas Benavides) y Fabián Volio Echeverría (en sustitución de la Magistrada Calzada Miranda

	03-09389-0007-CO

Voto No.10398-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con quince minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al proceso de revisión de Marco Corella Benavides. Se evacua la consulta formulada en el sentido que de conformidad con lo dispuesto por esta Sala en la resolución número 2001-09384 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del diecinueve de setiembre de dos mil uno, devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente.-


	03-08794-0007-CO

Voto No.10399-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al recurso de revisión de Walter Molina Vargas. De conformidad con lo dispuesto por esta Sala en la resolución número 2001-09384 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del diecinueve de setiembre de dos mil uno, devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente.-


	03-09080-0007-CO

Voto No.10400-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con diecisiete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al proceso de revisión de Florivett Contreras Marchena. Se evacua la consulta formulada en el sentido que de conformidad con lo dispuesto por esta Sala en la resolución número 2001-09384 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del diecinueve de setiembre de dos mil uno, devuélvase el expediente objeto de esta consulta al Tribunal de origen para que continúe con el trámite correspondiente.-


	03-07224-0007-CO

Voto No.10401-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Li Su Chi Kwon, conocido como Pablo Li Su, en contra de los artículos 106 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, 40 y 66 del Decreto Ejecutivo número 29.264-H de 24 de enero de 2001. Se rechaza de plano la acción.-



	03-07328-0007-CO

Voto No.10402-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Róger de la Cruz Pérez Núñez en contra de la Ley de Instalación de Estacionamientos, número 3580 de 13 de noviembre de 1965, reformada por la número 6852 de 16 de febrero de 1983. Se rechaza de plano la acción.-



	03-07046-0007-CO

Voto No.10403-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Con Sanchún, como apoderado generalísimo sin límite de suma de “La Nusta Sociedad Anónima”, en contra de la jurisprudencia del Tribunal Superior Civil de San José, artículo 5 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales. Se rechaza de plano la acción.-



	03-08037-0007-CO

Voto No.10404-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sandra Quirós Bonilla en contra del artículo 86 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	03-07682-0007-CO

Voto No.10405-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Alberto Zamora Cruz en contra del artículo 86 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	03-08229-0007-CO

Voto No.10406-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Daniel Rodríguez Marín en contra del Reglamento General de Juntas de Educación y Juntas Administrativas, Decreto Ejecutivo número 17763-E del 3 de setiembre de 1987. Se rechaza de plano la acción.-



	03-08191-0007-CO

Voto No.010407-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veinticuatro minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. José Humberto Arce Salas y otros diputados en lo referente al expediente legislativo número 15.241, proyecto de Ley número 8341 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2003 y Segundo Presupuesto Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2003. No ha lugar a la gestión de adición y aclaración.- Los Magistrados Mora, Arguedas y Jinesta ponen nota.-

	02-08270-0007-CO

Voto No.10408-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rocío y Eduardo, ambos Pereira Esteban, en contra de la Ley número 7673 del 3 de junio de 1997, artículo 5 incisos a) y b). Se rechaza de plano la acción.-



	03-06359-0007-CO

Voto No.10409-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gladys Tapia Masís en contra del artículo 3 del Decreto Ejecutivo número 31180-MOPT. Se rechaza de plano la acción.-



	03-06427-0007-CO

Voto No.10410-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Laboratorios Stein Sociedad Anónima, en contra de la omisión legislativa de establecer plazos de prescripción a la actividad sancionadora de la Administración Pública en aplicación del artículo 99 de la Ley de Contratación Administrativa.  Se rechaza de plano la

	03-04363-0007-CO

Voto No.10411-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jaime Antonio Marín Sosa en contra del artículo 43 del Reglamento de Derechos y Deberes de los Privados de Libertad, Decreto número 22139. Se rechaza de plano la acción.-



	03-01348-0007-CO

Voto No.10412-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Angel Rodríguez Castro en contra de la Ley número 8167 de 18 de diciembre de 2001 (Ley de Tránsito). Se rechaza de plano la acción.-

	02-07877-0007-C0

Voto No.10413-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Moreno Martínez en contra del Reglamento a la Ley General de Migración y Extranjería, artículo 87. Se rechaza de plano la acción.-



	03-07683-0007-CO

Voto No.10414-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Agencias JOP Sociedad Anónima, en contra del artículo 10 de la Ley número 5694 (Patentes de la Municipalidad de San José), reformada por ley 7548 del 21 de setiembre de 1995. Se rechaza de plano la acción.-



	03-03277-0007-CO

Voto No.10415-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvin E. Moss en contra de los artículos 1 párrafos 4) y 5), 16 y 69 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de uso no autorizado y actividades conexas. Se rechaza de plano la acción en relación con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley sobre sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado y actividades conexas, número 7786 reformada por Ley número 8204 del veintiséis de diciembre del año dos mil uno. En lo demás, se rechaza por el fondo.-


	03-08525-0007-CO

Voto No.10416-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Olga Lidia Guadamuz Vargas en contra del artículo 321 de la Ley General de Salud. Se rechaza de plano la acción.-



	03-08498-0007-CO

Voto No.10417-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rolando Avila Rojas en contra de la Circular DGSE/DAC/772-03 del 19/5/2003 del Ministerio de Relaciones Exteriores. Se rechaza de plano la acción.-



	02-08521-0007-CO

Voto No.10418-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. David Eduardo Alemán Martínez en contra de las normas 309 y 312 de la Ley General de la Administración Pública, número 6227 del 2 de mayo de 1978. Se rechaza de plano la acción.-



	03-06198-0007-CO

Voto No.10419-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guiselle María Chavarría Meléndez en contra del Reglamento Autónomo de Organización y Servicios del Consejo de Seguridad Vial. Se rechaza de plano la acción.- El Magistrado Jinesta pone nota.-



	03-00720-0007-CO

Voto No.10420-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Gutiérrez García en contra del artículo 15 del Reglamento del Fondo de Garantías y Jubilaciones del Banco Nacional de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-



	03-09864-0007-CO

Voto No.10421-03
	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Emilio Araya Chacón en contra de los artículos 128, 129, 140, 141, 152 y 153 del Decreto Ejecutivo número 29.300-MINAE “Reglamento al Código de Minería”. Se declara con lugar la acción, únicamente en cuanto se dispone que es inconstitucional la omisión en exigir el estudio de impacto ambiental y su correspondiente aprobación por parte de la SETENA como requisito previo a las solicitudes reguladas en los artículos 129 y 153 del Decreto Ejecutivo #29300-MINAE “Reglamento al Código de Minería”, por lo que debe exigirse dicho requisito a efecto de la autorización de los proyectos menores y específicos definidos en los artículos 128 y 152 del mismo Decreto. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de dicha ley, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta, publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.-


	01-10984-0007-CO

Voto No.10984-03


	17-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lidieth Isabel Caparro Ortiz en contra del artículo 24 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula la palabra “costarricenses” contenida en el párrafo final del artículo 24 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	01-03907-0007-CO

Voto No.10537-03
	23-09-03
	A las dieciséis horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Enrique Rojas Franco en contra de la Directriz 2000-006 de la Dirección Nacional de Notariado. Previa certificación que debe dejarse en autos, desglósese el escrito que corre agregado de folio 228 a folio 235 de este expediente, y agréguese al recurso de amparo que se tramita bajo el expediente número 01-003275-0007-CO.-


	03-06224-0007-CO

Voto No.10539-03
	23-09-03
	A las dieciséis horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lynx Veinte Veinte L.V.V. Sociedad Anónima, en contra de la jurisprudencia del artículo 91 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. No ha lugar a la gestión formulada.-



	03-09735-0007-CO

Voto No.10686-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal en lo referente al proceso de revisión de José Víctor Porras González. Se evacua la consulta formulada en el sentido que a) no constituye infracción al debido proceso, la omisión del Tribunal de llevar a cabo el estudio psicosocial establecido en la legislación Penal Juvenil siempre que el aspecto del pronunciamiento relativo a la necesaria demostración de culpabilidad del acusado y en específico de su imputabilidad, más allá de toda duda razonable se fundamente de forma suficiente por parte del Tribunal; b) el derecho a una razonada, suficiente y correcta fundamentación de todas aquellas circunstancias que pueden incidir en la fijación del monto de la pena según haya sido dispuesto legalmente, forma parte del debido proceso.-


	03-09637-0007-CO

Voto No.10689-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y cuatro minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal Juvenil de Grecia en lo referente a los artículos 29 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 13, 157 y 159 del Código Procesal Penal. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	03-08652-0007-CO

Voto No.10690-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Antonio Ortiz Sánchez en contra del artículo 41 párrafo segundo del Código de Familia y jurisprudencia relacionada de la Sala Segunda. Se deniega el trámite a esta acción.-



	03-08243-0007-CO

Voto No.10691-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Norma Marie Honiball en contra del artículo 13 de la Ley número 7139 del treinta de noviembre de mil novecientos ochenta y nueve y el artículo 15 párrafo a) de la Ley número 7459 del veintinueve de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, ambas correspondientes a las Tarifas de Impuestos Municipales del Cantón de Corredores. Se rechaza de plano la acción en relación con el artículo 15 párrafo a) de la Ley número 7459 del veintinueve de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro. En cuanto al artículo 13 de la Ley número 7139 del treinta de noviembre de mil novecientos ochenta y nueve, se rechaza por el fondo.-


	03-08587-0007-CO

Voto No.10692-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Marín Rojas y otros en contra de la Ley número 8325 del 28 de noviembre de 2002. Se rechaza de plano la acción.-



	03-07865-0007-CO

Voto No.10693-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Bogantes Rodríguez en su condición de presidente de DIBOYCO Sociedad Anónima, en contra de los artículos 5 y 6 de la Ley número 7803 de 7 de mayo de mil novecientos noventa y ocho “Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Turrialba”. Se rechaza de plano la acción.-



	03-04916-0007-CO

Voto No.10694-03
	24-09-03
	 A las dieciséis horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Andrés Olsen Villegas en contra del artículo 374 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	03-08076-0007-CO

Voto No.10695-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Randall García Fonseca en contra de la jurisprudencia del Tribunal Segundo Civil de San José, referente a la comprobación de cinco intentos de notificación. Se rechaza de plano la acción.-



	03-08418-0007-CO

Voto No.10696-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Vanessa Salas Araya en contra de la jurisprudencia del Tribunal Segundo Civil número 217 de las 9 horas del 11 de junio del 2003 en relación con la sentencia de esta Sala, número 1998-06856 de las 16 horas 24 minutos del 24 de setiembre de 1998. Se rechaza por el fondo la acción.-

El Magistrado Jinesta salva el voto y ordena darle curso.-



	02-04392-0007-CO

Voto No.10697-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Julio Solís Sibaja en contra de los artículos 501 y 556 del Código de Trabajo. Omisión contenida en sentencia número 275 de las 18 horas del 19 de enero de 2001 dictada por el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José. Se rechaza por el fondo la acción en relación con los artículos 501 y  556 del Código de Trabajo. En los demás extremos se rechaza de plano.-


	03-06424-0007-CO

Voto No.10698-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yohanny Ledezma Picado en contra del artículo 20 de la Ley número 6703, Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico. Se rechaza por el fondo la acción.-



	03-05434-0007-CO

Voto No.10699-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Denia Cerdas Solano en contra del artículo 399 del Código Procesal Civil y criterio del Juzgado Civil de Mayor Cuantía y del Tribunal Superior Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 399 del Código Procesal Civil. En lo demás, se rechaza de plano.-


	03-06199-0007-CO

Voto No.10700-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Enrique Salazar Sánchez por Grupo VILLAMIL Sociedad Anónima, en contra de la descripción de los bolígrafos desechables contenida en el artículo segundo del Decreto Ejecutivo número 26263-H. Se rechaza de plano la acción.-



	02-06301-0007-CO

Voto No.10701-03
	24-09-03
	A las dieciséis horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación RADHA DEL CARIBE Sociedad Anónima, en contra del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se rechaza por el fondo la acción.-



	03-00174-0007-CO

Voto No.11006-03
	26-09-03
	A las trece horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luciano Calderón Calderón en contra del artículo 13 de la Ley número 7139 del 30 de noviembre de 1998 (Tarifa de Impuestos Municipales del Cantón de Corredores). No ha lugar a la gestión formulada.-



	03-09035-0007-CO

Voto No.11012-03
	26-09-03
	A las trece horas con cuarenta minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Carlos Herrera Calvo y otros diputados en lo referente al expediente legislativo número 14.467, Proyecto de Ley de Patentes de la Municipalidad de Alfaro Ruiz, artículos 3 y 4. Se evacua la consulta legislativa facultativa de constitucionalidad relativa al Proyecto de “Ley de Patentes de la Municipalidad de Alfaro Ruiz”, expediente legislativo No. 14.467, en el sentido de que no resultan inconstitucionales los artículos 3 y 4 del Proyecto, objeto de esta consulta.-



4. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES 

	03-08635-007-CO
	José Manuel Echandi Meza, contra el artículo No.33bis de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo  Económico de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA).  Boletines Judiciales No.172, 173 y 174 del 8, 9 y 10 de setiembre del 2003 respectivamente

	03-04896-007-CO
	Alcalde Municipal de San José, Johnny Araya Monge, contra el artículo No.19 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles y los artículos No.34, 35 y 36 del Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles.  Boletines Judiciales No.172, 173 y 174 del 8, 9 y 10 de setiembre del 2003 respectivamente

	03-04587-007-CO
	Hernán Cordero Maduro, contra los artículos No.104 y 105 del Código Procesal Penal.  Boletines Judiciales No.172, 173 y 174 del 8, 9 y 10 de setiembre del 2003 respectivamente

	03-06587-007-CO
	Omar Obando Suárez, Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas contra el Decreto Ejecutivo No.29277-MINAE, por estimarlo contrario a los artículos No.169 y 170 de la Constitución Política.  Boletín Judicial No.177, 178 y 179 del 16, 17 y 18 de setiembre del 2003.

	03-08127-007-CO
	Yashin Castrillo Fernández, contra el artículo No.14 inciso 6) del Código de Familia en cuanto establece que es legalmente imposible el matrimonio entre personas del mismo sexo.  Boletín Judicial No.177, 178 y 179 del 16, 17 y 18 de setiembre del 2003.

	03-08532-007-CO
	Carlos Manuel Fernández Alvarado, contra el artículo No.72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.  Boletín Judicial No.177, 178 y 179 del 16, 17 y 18 de setiembre del 2003.

	03-08615-007-CO
	Mónica Muñoz Sanabria, contra el artículo No.38 de la Ley No.8246.  Boletín Judicial No.177, 178 y 179 del 16, 17 y 18 de setiembre del 2003.

	03-08889-007-CO
	Rodrigo Arturo Alfaro Sánchez, contra el inciso a) del artículo No.2 de la Ley No.7673 del Fondo de Beneficio Social de los Trabajadores de la Universidad Nacional y el inciso a) del artículo No.147 de la actual Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre los representantes de la UNA y el Sindicato de Trabajadores de la Universidad Nacional (SITUN).  Boletín Judicial No. 179, 180 y 181 del 18, 19 y 22 de setiembre respectivamente. 

	03-08459-007-CO
	José Manuel Echandi Meza, Defensor de los Habitantes, contra los artículos No.9, 49, 53 y 77 de la Convención Colectiva de JAPDEVA.  Boletín Judicial No.182, 183 y 184 del 23, 24 y 25 de setiembre del 2003.

	03-05759-007-CO
	Compañía Palma Tica S.A, contra los incisos e) y h) del artículo 28 de la Ley de la Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, No.7472.  Boletín Judicial No.182, 183 y 184 del 23, 24 y 25 de setiembre del 2003.


5. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS

	No.EXPEDIENTE y

No. VOTO
	RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES

	99-01540-0007-CO

Voto No.03656-03
	Enrique Odio Cooper, contra la Ley de Patrimonio Histórico-Arquitectónico de Costa Rica, No. 7555.  Boletín Judicial No.172 del 8 de setiembre del 2003.

	02-07240-0007-CO

Voto No.06306-03


	Rafael Ángel Delgado Víquez, Defensor Público de Ulises Cabalceta Matarrita, contra el artículo No.98 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre No.7317 del 7 de diciembre de 1992.  Boletín Judicial No.172 del 8 de setiembre del 2003.

	02-04363-0007-CO

Voto No.8591-02
	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, con relación a los artículos 422 párrafo 1 y 444 del Código Procesal Penal.  Boletín Judicial No.182 del 23 de setiembre del 2003.


6. VOTOS DE INTERES
JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SOBRE ALINEAMIENTO

6419-93: Para el caso que nos ocupa la Sala estima que efectivamente, resulta contrario al artículo 45 de la Constitución la decisión de los funcionarios del Concejo y el Ingeniero Municipal de Montes de Oca, por la que ordenaron a la accionante, a los efectos de realizar una ampliación de su casa de habitación, a retirarse dos metros de la línea  de la acera –franja que se constituirá en antejardín de conformidad con el pago de la indemnización correspondiente, pues se trata de la imposición de una limitación absoluta al ius aedificandi sobre esa porción de su propiedad; y que ésta continuará en manos de su propietaria, correspondiéndole dar mantenimiento a esa franja de terreno por cuenta propia, en beneficio del ornato y aseo de su comunidad, pero sin poder ejercer ese atributo, que además de esencial es inherente al dominio.- En dominio pleno sobre esa parte de su propiedad y que por lo tanto, es indemnizable, en la medida en que lo son los actos ilícitos o el funcionamiento normal de la administración, en tanto causen una lesión especial en la forma en que los tiene definidos por ejemplo el artículo 194.1 de la Ley de la Administración Pública (por el pequeño número afectados o por la intensidad de excepcional de la lesión); lo contrario implicaría invertir totalmente los conceptos constitucionales sobre el derecho de propiedad y además, el de igualdad ante las cargas públicas, como integrante de los principios de igualdad y equidad, según el cual la comunidad entera la que debe indemnizar, a través de los impuestos que pagan todos sus miembros, a quien sufra un perjuicio, por causa de lo que a todos interesa, que en el presente caso resulta ser la ordenación del desarrollo urbano del Cantón de Montes de Oca.-
6706-93: En consonancia con lo señalado en el Considerando VIII., las ordenaciones urbanísticas podrán fundamentar una pretensión de indemnización económica por parte de los propietarios del suelo afectado únicamente cuando éstas impliquen una desmembración del derecho de propiedad, por cuanto, la indemnización en los términos señalados en el párrafo primero del artículo 45 de la Constitución Política, procede solo cuando estas ordenaciones no tengan carácter general o hagan nugatorio el derecho de propiedad, convirtiéndose en verdaderas expropiaciones, según se indicó anteriormente. No son susceptibles de indemnización alguna en el tanto las mismas no impliquen reducción en el contenido de la propiedad, como sucede con la fijación del antejardín, que constituye una típica servidumbre urbana, ya que el propietario mantiene la posesión de su propiedad, pero en forma disminuida, puesto que únicamente se reduce su facultad de disposición. Estas últimas, son las limitaciones y deberes que deben tenerse como integrantes del contenido del derecho de propiedad, ya que no hay reducción del contenido de la propiedad.
4857-96: La norma impugnada regula lo pertinente a la altura de las tapias, vallas y verjas que se permite en el antejardín -frente de todas las construcciones que den a vía pública-, en los siguientes términos:



   “ARTÍCULO IV. 10.- Vallas y verjas. En la línea de propiedad y en el antejardín, no se podrán construir vallas sólidas con una altura mayor de un metro (1,00 m)sobre el nivel de acera. Por sobre esa altura, se podrá continuar únicamente con verjas, mallas o rejas que permitan la visibilidad a través del 80% de su superficie, por lo menos.



   Se excluye de esta disposición el caso de los muros de retención, cuya altura mínima está en función de la diferencia de niveles entre el terreno de la vía pública y el de la propidedad privada.”

    Efectivamente, esta disposición se trata de una limitación a la propiedad privada, pero no resulta contraria al orden constitucional, específicamente por cuanto, como se dijo en la sentencia transcrita, la propia norma constitucional -artículo 45 de la Constitución Política- establece la posibilidad de imponer limitaciones de interés social a la propiedad privada; y medida como la impugnada, es de contenido eminentemente urbanístico, por lo que se encuentra dentro de los parámetros constitucionales. Asimismo, debe recordarse que la Ley de Planificación Urbana fue aprobada mediante votación calificada, y es esta Ley la que otorga competencia al INVU para dictar las normas que regulen el desarrollo urbano -en los términos aclarados anteriormente-, ámbito dentro del cual se encuentra específicamente la reglamentación de las construcciones, en los términos señalados en el Transitorio II de la Ley de Planificación Urbana y 21 de la misma Ley.

    V. CONCLUSIONES. Con fundamento en las razones anteriores, al tratarse la disposición impugnada de una limitación de interés social, ya que se trata de una regulación en materia de planificación urbana, y encontrarse dentro de la esfera de acción permitida al INVU, de conformidad con lo dispuesto en el Transitorio II de la Ley de Planificación Urbana y 21 de la misma Ley, procede rechazar por el fondo la acción, al amparo de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.
8075-98: De los autos se desprende que la recurrente efectivamente incumplió la prevención que se le indicó a ésta en el permiso de construcción que se le otorgó, en el sentido de reservar 2 metros de retiro frontal o antejardín que se deben de respetar en aplicación del artículo VI 381 del Reglamento de Construcciones, lo cual resulta un hecho aparte de la indemnización que ésta pretenda por parte del Estado por dicha limitación.  En principio la ley debe aplicarse y es obligación de los funcionarios hacerla cumplir, por lo que la actuación de los recurridos se ajusta a pleno derecho y la actuación de la recurrente de construir sin el permiso correspondiente, fue hecho bajo su propia responsabilidad y asumió con ese actuar todas las consecuencias que le acarreó el incumplimiento de tales disposiciones legales.
8510-98. Para el caso que nos ocupa, la Sala estima que efectivamente, no resulta contrario al artículo 45 de la Constitución la decisión de los funcionarios de la  Municipalidad de Montes de Oca, con respecto a la orden de lineamiento dada a la accionante, a los efectos de realizar una construcción en su propiedad, y el deber de retirarse dos metros de la línea de la acera -franja que se constituirá en antejardín de conformidad con el artículo VI.3.8.1. del Reglamento de Construcciones. En torno a las limitaciones a la propiedad con ocasión del interés público, principalmente en lo tocante a la propiedad urbanística, esta Sala ha señalado en su jurisprudencia:

9355-99. Del estudio de los elementos probatorios aportados, y de la jurisprudencia antes citada, esta Sala concluye que no existe violación a la propiedad del recurrente. Así, tenemos que el petente es copropietario de la finca ubicada en la provincia de Cartago, en el distrito  01 parte oriental, localizado costado noreste de la Basílica de los Ángeles, plano catastrado C-624554-86, inscrita en el Registro Público, a tomo 1701, folio 245, número 42.728, asiento 18, área 97,60 metros cuadrados. Asimismo,  se establece que de conformidad, con la publicación realizada  en el alcance 37, gaceta 190 del ocho de octubre de mil novecientos noventa, se publicó la aprobación del Plan Parcial Vial de Cartago, según acuerdo contenido  en el artículo 1 del Acta 41 de la sesión celebrada por el Consejo Municipal de Cartago, el día 3 de setiembre de mil novecientos noventa; se impuso al plano catastrado C-624554-86, a través de la línea de construcción, una acera en 2,50 metros de ancho.  En consecuencia, vemos que la limitación de la propiedad del recurrente, se encuentra debidamente fundamentada en el Plan Parcial Vial de Cartago; en la Ley de Planificación Urbana 4240, Ley de Construcciones y Reglamento de Construcciones. Por lo expuesto, en cuanto a este extremo,  se declara sin lugar el recurso.

9452-99: Sobre la acusada violación del derecho de propiedad, por obligarse a respetar un alineamiento sin compensación alguna, debe hacerse ver que a partir de la adopción de la sentencia #4205-96 de las 14:33 horas del 20 de agosto de 1996, la mayoría de este Tribunal ha mantenido que constituye una limitación de interés social no retribuible, sujeta a indemnización únicamente cuando implique anulación total del derecho del propietario. El recurso en consecuencia, también se debe declarar sin lugar en lo que corresponde a este punto.

9591-99. Ahora bien, es necesario destacar que la conducta del ente recurrido puede relacionarse fácilmente con el artículo IV.9 del capítulo 4 del Reglamento de construcciones que establece que, en relación a los antejardines, debe respetarse la exigencia y el ancho mínimo que fije la Municipalidad. Una limitación de esa naturaleza, de acatamiento obligatorio, en nada infringe al precepto contenido en el artículo 45 de nuestra Constitución, porque está claro que no es de difícil o imposible cumplimiento, y que tampoco puede impedir el uso y disfrute de un inmueble. De ahí que el que se le deniegue a la petente el respectivo el permiso de funcionamiento no resulte un comportamiento reprochable al ente recurrido, pues es de esperar que la reclamante deba ajustarse a los lineamientos establecidos por la normativa aplicable. Por lo tanto, no se encuentra ningún fundamento en las alegaciones de la señora PORTUGUEZ ARAYA y así debe declararse.

3957-00 Los hechos acusados no resultan arbitrarios o ilegitímos pues tienen su fundamento en el propio Ordenamiento Jurídico vigente relativo a la planificación urbana y además porque – tal y como lo ha sostenido esta Sala – el derecho de propiedad admite limitaciones de interés social. En efecto, mediante sentencia número 4205-96, este Tribunal manifestó, en lo que nos interesa:

"(…)las ordenaciones urbanísticas podrán fundamentar una pretensión de indemnización económica por parte de los propietarios del suelo afectado únicamente cuando éstas impliquen una desmembración del derecho de propiedad, por cuanto, la indemnización en los términos señalados en el párrafo primero del artículo 45 de la Constitución Política, procede solo cuando estas ordenaciones no tengan carácter general o hagan nugatorio el derecho de propiedad, convirtiéndose en verdaderas expropiaciones, según se indicó anteriormente. No son susceptibles de indemnización alguna en el tanto las mismas no impliquen reducción en el contenido de la propiedad, como sucede con la fijación del antejardín, que constituye una típica servidumbre urbana, ya que el propietario mantiene la posesión de su propiedad, pero en forma disminuída, puesto que únicamente se reduce su facultad de disposición. Estas últimas, son las limitaciones y deberes que deben tenerse como integrantes del contenido del derecho de propiedad, ya que no hay reducción del contenido de la propiedad."

II.-  El caso planteado por el recurrente no se distancia en demasía del criterio emitido por esta Sala en el precedente citado, en tanto mantiene la posesión de su propiedad con las limitaciones que para el caso específico se le ha ordenado, situación que como se ha dicho no resulta violatoria del derecho a la propiedad privada, por no ser éste un derecho absoluto (En el mismo sentido ver resolución número 2000-03738 de las diez horas con treinta minutos del cinco de mayo del dos mil). En consecuencia, lo procedente es el rechazo del recurso, como en efecto se declara.
4185-00 Las Municipalidades tienen atribuciones constitucionales para administrar los intereses y servicios locales, entre ellos, la planificación urbana dentro de los límites de su territorio, a través de la promulgación e imposición de los reglamentos de desarrollo urbano. En virtud de esa potestad de planificación local, resulta posible imponer restricciones al ejercicio de los atributos del dominio (ver en ese sentido la sentencia número 5305-93 de las 10:06 horas del 22 de octubre de 1993). En el caso concreto, lo que el recurrente reclama es que la corporación municipal recurrida no le resolvió sobre el alineamiento fijado para su propiedad (ver escrito fechado 26 de enero de 1999 a folio 34), con el que discrepa, pues lo encuentra excesivo. Sin embargo, a folio 37 se desprende el acta de notificación a la empresa amparada sobre la gestión que presentó el 26 de enero de 1999, y en la que se le indica que debe demoler el sector de acceso "col" por estar fuera de línea, según el artículo 24 de la Ley de Construcciones. Para la Sala la recurrida ejercitó las potestades que le fueron conferidas en la ley, sin que se demuestre un acto arbitrario que pretende sustraerle al propietario el dominio pleno sobre esa parte de su propiedad.
173-02 El recurrente Araya Vargas demanda amparo porque no obstante haberse autorizado la ubicación de garaje de autobuses de su interés, ésta se ha hecho condicionada  a observar los retiros mínimos de seis metros, lo que estima lesiona a los principios de legalidad, debido proceso y el derecho trabajo. El reclamo debe ser desestimado. Lo que plantea el recurrente es una cuestión propia del ejercicio de competencias de la Administración. En efecto, el amparo es un recurso procesal excepcional que garantiza los derechos fundamentales de las personas. Estos derechos son aquellos que la Administración, en general, no puede violar o amenazar en el ejercicio de sus competencias, como el derecho a la vida, la libertad, la igualdad ante la ley, la libertad de pensamiento, de expresión, de reunión, de asociación, de circulación, de educación, entre otros: derechos individuales, algunos inherentes a la persona, que se contienen en la Constitución Política. Son, pues, atributos, facultades, libertades: verdaderos derechos públicos subjetivos. Las garantías aseguran los derechos y libertades individuales cuando son amenazados: instrumentos de seguridad creados, a favor de las personas, con el objeto de que dispongan de un medio o recurso para hacer efectivo el reconocimiento de aquellos. Son remedios jurisdiccionales: el recurso de amparo, por ejemplo, que tiende a asegurar, restaurar o hacer efectiva una pretensión de contenido constitucional. El propósito inmediato, es hacer cesar o evitar la restricción ilegítima y la tutela de la Constitución de la cual aquellos son parte. Los actos tienen que ser manifiestamente ilegales o arbitrarios para que el recurso procesal de amparo sea viable, porque, es sumarísimo, de mera constatación. Estos argumentos, permiten concluir, sin lugar a dudas, que lo que trata la gestión del recurrente es manifiestamente improcedente, pues, no surge de su contenido, una lesión de los derechos fundamentales que tutela el recurso de amparo, sino, más bien, cuestiones propias que corresponderá resolver a la propia Administración inicialmente o a la justicia común después. Procede, en consecuencia, denegar el amparo solicitado. 

2472-02 En cuanto el reclamo que hace la amparada por la violación al debido proceso no observa esta Sala que se haya dado; se basa, para llegar a esta conclusión, en el informe dado bajo juramento por el Alcalde Municipal de Alajuela y la relación de hechos probados que antecede. La amparada fue puesta en conocimiento de que estaba realizando una obra civil sin los respectivos permisos de construcción y fuera del alineamiento que dispone el artículo 89 inciso h) de la Ley de Construcciones. Además se le confirió audiencia para ofrecer prueba de descargo y ejercer los recursos ordinarios que el ordenamiento jurídico le otorga, lo que ejerció oportunamente hasta llegar a la decisión del Alcalde Municipal que ordenó la demolición de la obra. Ahora bien, en el procedimiento de demolición de obra se le indicó claramente a la amparada que la exigencia de alineamiento no implicaba una anulación total de su derecho de propiedad, lo que excluía la indemnización económica que prevé el numeral 45 de la Constitución Política. Finalmente, el reclamo de que a otras personas no se les exigió el alineamiento y solamente a ella se le siguió el procedimiento de demolición por la infracción a esta exigencia, se hace en abstracto sin que esta Sala pueda precisar como parámetro de comparación, las circunstancias en que se encuentran aquellas personas que menciona la amparada para establecer si las condiciones son idénticas o desiguales. Bajo este panorama, el recurso debe desestimarse.
8885-02. El hecho de que el recurrente haya obtenido el respectivo permiso de construcción (folio 8) y haya cumplido con todos los requisitos legales y reglamentarios pertinentes no significa que, en caso de incumplir con los términos de ese permiso, no pueda la Municipalidad recurrida, en ejercicio de sus potestades y atribuciones, tomar las medidas necesarias –entre las cuales se encuentra la paralización de la obra- a fin de poner a derecho una situación irregular.  Para ello, en el propio permiso –que está a nombre de la dueña del inmueble y no del recurrente- se estipulan las condiciones que se deben cumplir como lo es la línea de construcción que se establece en doce metros del centro de la calle.  Así, si el Concejo Municipal determinó que el recurrente no está cumpliendo con la línea de construcción estipulada en el permiso respectivo, bien podía proceder, sin ninguna notificación o audiencia previa, a comunicar la interesado la paralización de la obra por el no cumplimiento de esa condición, sin que esa acción puede considerarse como arbitraria o lesiva de derecho fundamental alguno.  No se trata de la revocatoria del permiso, ni de una sanción, sino de una medida urgente tomada a fin de evitar que se continúe con una construcción que infringe los términos del permiso concedido.  De no poder tomar esa medida, la Municipalidad no podría impedir la trasgresión del permiso.  A folio 10 del expediente consta copia de la comunicación que en ese sentido le hizo la Municipalidad recurrida al amparado, de fecha veintidós de agosto del año en curso.  Allí claramente se expresan cuáles son los incumplimientos que se le atribuyen al interesado, los cuales deber corregir a fin de continuar con la obra.  No se trata de que se le esté impidiendo realizar definitivamente la construcción, sino que para continuar con ésta debe ajustarse a los términos del permiso en lo que a la línea de construcción se refiere.  En el mismo permiso se estipula que la persona autorizada está sujeta a tres inspecciones más y que debe seguir las normas establecidas por el Colegio de Ingenieros y Arquitectos, el Ministerio de Salud y el Reglamento Municipal de Construcciones, de manera que el permiso está sujeto al cumplimiento de todas esas condiciones, sin que contra ello se pueda alegar derechos adquiridos.  El debido proceso se cumple, precisamente, con la comunicación que le hace la Municipalidad de las razones por las cuales se le paraliza la obra, de manera que si el recurrente estima que sí ha cumplido con la línea de construcción del respectivo permiso debe plantear sus alegatos ante la propia Municipalidad accionada –y no ante esta Sala- por ser dicho ente corporativo el competente para conocer y resolver sobre ese extremo.  De igual modo, si el recurrente estima que no existe fundamento alguno para considerar que su obra no cumple con la línea de construcción y que, al efecto, no se realizaron los estudios técnicos necesarios debe presentar su impugnación ante la propia recurrida.  Por otra parte, el hecho de que existan otras construcciones a las que no se le estén exigiendo la misma línea de construcción no implica un trato discriminatorio –como lo entiende el recurrente- pues ello no tiene la virtud de otorgar a éste un derecho a mantener una situación que la Municipalidad recurrida estima irregular; si las autoridades municipales no corrigen otras situaciones irregulares podría estarse en presencia de un incumplimiento de deberes, pero no de un acto discriminatorio, incumplimiento que no puede ser objeto de conocimiento de esta vía.  No hay, entonces, una restricción ilegítima al derecho de propiedad, pues al recurrente no se le está impidiendo construir, sino continuar con una obra que no está cumpliendo con la línea de construcción respectiva, es decir, que no cumple con los requisitos establecidos en el permiso, según lo ha determinado la Municipalidad de Valverde Vega.  Por lo demás, el hecho de que en la comunicación respectiva se le haya advertido al recurrente que no se le otorgaría patente hasta tanto no ajuste a derecho la construcción que está realizando, no implica adelanto de criterio alguno ni violación o amenaza a sus derechos fundamentales, pues aún cuando el interesado no haya pedido la patente, como el Concejo Municipal parte de que la obra realizada es para una sala de exhibición de muebles –para lo que se necesita patente- simplemente se le indica que debe poner la situación a derecho, pues de lo contrario no se le otorgaría la patente que eventualmente solicite, pero en modo alguno se podría interpretar como una denegatoria anticipada de ésta.  En consecuencia, no se ha violado ni amenazado derecho fundamental alguno al recurrente, razón por la cual el recurso resulta improcedente y así debe declararse. 

